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A) EN GENERAL

I. Organización

1.103. La orden del Ministerio de
Hacienda de 15 de febrero
de 1968, que autorizó con-
trato de seguro colectivo
entre 17 entidades de asis-
tencia sanitaria y la Mu-
tualidad Nacional de Ense-
ñanza Primaria, no es una
disposición general, sino
un acto administrativo con
pluralidad de destinatarios.

«... de intervención en la activi-
dad de determinadas personas ju-

rídicas, como consecuencia de una
limitación previamente impuesta
a su libertad de contratar, y aun-
que los destinatarios inmediatos
del acto administrativo sean 17 en-
tidades aseguradoras, de una par-
te, y la Mutualidad de Enseñanza
Primaria, de otra, y los destinata-
rios finales, todos los afiliados a
esta Mutualidad, no por eso la
orden de 15 de febrero de 1968 ad-
quiere la naturaleza de disposi-
ción general de categoría inferior
a la ley, ya que no es manifesta-
ción de la potestad reglamentaria
del ministro de Hacienda, por-
que dictada por delegación, por el
subsecretario, caería de lleno en
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la prohibición del artículo 22, 5,
d), de la ley de Régimen jurídico
de la Administración del Estado,
y al faltarle además todo alcan-
ce normativo, no pueden derivarse
de ella misma actos administra-
tivos que declaren derechos o im-
pugnan obligaciones, puesto que
lo único que hace la orden en
cuestión es prestar eficacia al con-
trato de seguro que celebren las
17 entidades aseguradoras con la
Mutualidad Nacional de Enseñan-
za Primaria, y, así, los derechos y
obligaciones entre los contratan-
tes, o entre una de las partes y los
afiliados a la otra, no surgen de
la orden aprobatoria, sino del con-
trato mismo, exactamente igual
que sino hubiera sido necesaria la
autorización administrativa para
contratar...»

(STS 26.4.1971. Sala 3.a)

1.104. Los competencias peculia-
res de las ramas adminis-
trativas de la Vivienda y
de Industria no son con-
currentes con carácter an-
tagónico y correlativamen-
te institutivo o elimina-
torio.

«...sino que son armónicas, pa-
ralelas y combinadas, de suerte
que el ramo de la Vivienda... po-
see plena potestad para ordenar
que se vuelva a prestar un ser-
vicio que necesaria y directa-
mente repercute en las condicio-
nes de utilización de un inmueble
en el que existen diferentes vi-
viendas, como es el del ascensor,
que tratándose de pisos altos des-
borda el concepto de la simple co-

modidad y penetra en el de la
salubridad; situación muy distin-
ta de la que se plantearía de tra-
tarse de la iniciativa de estable-
cer un ascensor en una construc-
ción antigua que nunca lo hubie-
ra tenido; y por su parte, el ra-
mo de Industria intervendrá al
procederse al cumplimiento del
mandato administrativo de Vi-
vienda, en cuanto a las condicio-
nes técnicas de seguridad y buen
funcionamiento de las instalacio-
nes y aparatos de servicio que su-
pone el ascensor...»

(STS 29.3.1971. Sala 4.a)

II. Procedimiento

1.105. No es acertada la postura
que adopta el Registro de
la Propiedad Industrial de
no resolver expresamente
el recurso de reposición
transcurrido un año desde
la fecha de su interposi-
ción, sustituyéndolo por un
mero informe.

«...pues es deber de la Admi-
nistración—antes y después de la
reforma de la Ley de 17 de julio
de 1958 por la de 2 de diciembre
de 1963, conforme el artículo 94
de ella—efectuarlo, y ello con in-
dependencia de que el interesado,
antes de que transcurra el plazo
del año sin que la Administración
haya notificado resolución expre-
sa a la reposición, pueda hacer
uso de su derecho a impugnar la
presunta desestimación por silen-
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ció administrativo (hipótesis del
artículo 58, ap. 2, de la Ley Ju-
risdiccional) o bien esperar la re-
solución expresa tardía accionan-
do directamente contra ella (hi-
pótesis ahora del 58, ap. 1), pues-
to que dicho derecho está en fun-
ción del administrado y no de la
Administración; por tal razón
resulta que debe resolver y no in-
formar...»

(STS 27.4.1971. Sala 4.a)

1.106. Existe un régimen general
de equiparación de los re-
cursos de reposición y al-
zada a los efectos del plazo
en las denegaciones pre-
suntas de interposición del
correspondiente recurso en
vía jurisdiccional conten-
ciosa.

«...porque su naturaleza y al-
cance son coincidentes en este as-
pecto, por lo cual también sus
efectos son los mismos, sin que,
por tanto, haya motivo para apli-
car legalmente a la desestima-
ción presunta de la alzada un cri-
terio distinto del de la reposición,
cuando al desestimarse tanto en
el uno como en el otro, y salvo
la diferencia del transcurso de
tres meses o de un mes previsto
a cada uno de ellos, se produce
por el mero automatismo del tiem-
po en virtud de la inactividad de
la Administración y, consecuente-
mente, las correspondientes reper-
cusiones que una posterior reso-
lución expresa pueden producir

tienen que ser igualmente idén-
ticas...»

(STS 21.1.1971. Sala 4.a)

1.107. La, presunción de validez
y acierto que, por regla ge-
neral, acusan los acuerdos
de los Jurados de Expro-
piación no puede traducir-
se en vinculaciones que li-
miten y constriñan la re-
visión jurisdiccional.

«...si se acredita la falta de
fundamentos en los criterios va-
lorativos de esos organismos...,
conforme a un reiterado criterio
jurisprudencial, sentencias, por
ejemplo, de 9 y 30 de octubre de
1970...»

(STS 15.4.1971. Sala 5.a)

1.108. Para accionar en nombre
de un ente colectivo es pre-
ciso demostrar la existen-
cia de un previo acuerdo
del órgano correspondiente.

«...con competencia para adop-
tarlo con arreglo a las pertinen-
tes normas y cuyo acuerdo debe
ser expresivo de la voluntad so-
cial de impetrar el auxilio juris-
diccional para la adecuada defen-
sa de los derechos de la colecti-
vidad..., conforme a... una cons-
tante jurisprudencia de la Sala,
sentencias, entre muchas, de 16
y 27 de abril y 15 de noviembre
de 1968, 31 de enero y 6 de marzo
de 1970...»

(STS 4.5.1971. Sala 3.a)
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III. Acción administrativa

1.109. La fórmula de la Seguri-
dad Social no es otra cosa
que un contrato de seguro
obligatorio por razones y
finalidades de orden social,
pero en el que de lo que
se responde, con arreglo al
artículo 1.274 del Código
Civil, es de los daños que
puedan causarse en los o
en las personas de los ase-
gurados.

«...por lo que en este aspecto
si faltan bienes o personas falta
el elemento personal y, al propio
tiempo, la causa, ya que no existe
la posibilidad de prestar el servi-
cio en su concreción subjetiva, y
así en este contrato, tanto por su
naturaleza como por su misma fi-
nalidad es preciso que se dé el
binomio empresario-trabajador..."

(STS 23.3.1971. Sala 4.a)

1.110. Entendido el servicio pú-
blico como prestación o ac-
tividad que la Administra-
ción realiza en aras de un
interés público y en bene-
ficio de los particulares y
administrados, son caracte-
rísticas del mismo.

«...las de que dicha prestación
sea regular y continua; que pue-
de verificarse por la propia Ad-
ministración o en virtud de tras-
lado de sus facultades al impulso
empresarial, mediante concesión;

y, finalmente, por motivos y al-
cance del citado interés público,
es decir, en beneficio de los ad-
ministrados, de cuyo concepto y
aspectos objetivos no puede, por
otra parte, soslayarse su configu-
ración subjetiva integrada tanto
porque en la prestación consti-
tuida va inherente una función
pública, cual es la de la acción
policíaca administrativa, positiva
en cuanto al bienestar de la co-
munidad pero negativa en cuanto
a impedir lo dañoso que puede
haber en la misma, así como una
responsabilidad de la Administra-
ción en el caso de que tal poder
policial administrativo no se ejer-
cite debidamente...»

(STS 30.4.1971. Sala 3.a)

B) EN MATERIA DE PERSONAL

1.111. La Ley de 23 de diciembre
de 1959 no permite estimar
la pretensión de, que, o efec-
tos de trienios, se reconoz-
can los servicios prestados
con carácter eventual o
interino.

«... pues se dictó con vista ex-
clusivamente a la clarificación del
haber pasivo... como la reciente
y reiterada jurisprudencia de esta
Sala —sentencias de 30 de diciem-
bre de 1969, 14 de abril, 11, 12
y 25 de mayo, 23 de junio, 23 y
24 de octubre, 21 de noviembre
y 3 de diciembre de 1970—tiene
declarado...»

(STS 31.3.1971. Sala 5.a)
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1.112. Para conocer si se comple-
tan o no los tres trienios
necesarios para causar pen-
sión de jubilación es obli-
gado atenerse a los que se
han reconocido al funcio-
nario.

«...ya que el concepto de trie-
nios es único tanto a efectos de
remuneración como de derechos
pasivos y es el definido en el ar-
tículo 6 de la Ley de Retribucio-
nes de 4 de mayo de 1965...»

(ATEAC 3.2.1970.)

1.113. El abono de los servicios
militares, a efectos del ar-
tículo 26-2-1 del Decreto de
21 de abril de 1966, apro-
batorio del texto refundido
de la Ley de Derechos Pa-
sivos, se debe computar
tanto para computar los
tres trienios preceptivos
cuanto para completar los
dos necesarios para poder
solicitar la prórroga.

«...y ello por las razones si-
guientes: 1.° porque a tal criterio
conduce el artículo 15 del Regla-
mento de Derechos Pasivos de 13
de agosto de 1966, que, en su pá-
rrafo tercero, 4.°-3, ordena que...
"con la solicitud de prórroga en
el servicio activo se presentará
declaración jurada de todos los
servicios prestados al Estado, tan-
to civiles como militares, acom-
pañando los documentos justifica-
tivos de los mismos", y no parece
lógico que si para conceder la pró-
rroga en el servicio hay que jus-

tificar antes los servicios milita-
res, caso de existir, éstos carezcan
de valor para el cómputo en los
seis años necesarios para la peti-
ción de prórroga que se solicita
y ampara en tales servicios mili-
tares-, 2.° porque de haber queri-
do el legislador que los servicios
militares alegados sólo hubiesen
operado en... último momento (ob-
tención de la pensión de jubila-
ción con la exigencia de tres trie-
nios) lo hubiese dicho expresa-
mente, como expresamente dijo
que el abono de los mismos tenía
efecto para obtener la pensión,
pero no efectos económicos, y al
no decir nada expresamente el le-
gislador no parece procedente es-
tablecer una distinción donde el
legislador no ha distinguido;
3.° porque si se tiene en cuenta el
criterio de amplia generosidad
que preside la Ley que se comen-
ta..., parece mucho más acorde
con el espíritu que preside la sis-
temática de la Ley, la interpreta-
ción más espiritualista... que, por
otra parte, no va en contra de
precepto legal alguno...»

(STS 11.5.1971. Sala 5.a)

Una sentencia importante
en materia de personal

1.114.

A) HECHOS

Los recurrentes, Profesores mer-
cantiles, y funcionarios del Cuer-
po General Administrativo, pro-
cedentes de la Escala Técnica del
Cuerpo General de la Administra-
ción de la Hacienda Pública, soli-
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citaron que se les integrara en el
Cuerpo General Técnico, por ha-
ber ingresado legalmente en la
Escala de procedencia con el títu-
lo de Profesor mercantil, y que se
declara asimismo la nulidad de
pleno derecho de la regla primera
del apartado segundo de la dispo-
sión transitoria segunda del De-
creto 315/1964, de 7 de febrero
—aprobatorio de la Ley articula-
da de Funcionarios Civiles—, así
como el Decreto 1880/1964 y la
Orden de la Presidencia del Go-
bierno de 22 de febrero de 1966.

El Tribunal Supremo, en senten-
cia de su Sala 5.a de 23 de abril
de 1971, siendo Ponente el exce-
lentísimo señor don Francisco Vi-
dal y Torres, desestima el recurso.

B) DOCTRINA JURISPRUDENCIAL

Considerando que la primera
petición que se verifica en el es-
crito de demanda es la de que se
reconozca el derecho de los recu-
rrentes a ser integrados en el
Cuerpo General Técnico, por ha-
ber ingresado legalmente en la
Escala de procedencia con el títu-
lo de Profesor mercantil, equipa-
rado al de Licenciado Universita-
rio a efectos de ingreso, perma-
nencia e integración en Cuerpos
de naturaleza técnica, y, en con-
secuencia, se anule la Orden de
22 de febrero de 1966, en cuanto
negó a los recurrente dicha inte-
gración, petición a la que no pue-
de accederse porque el título de
referencia no puede ser asimilado
sobre todo a partir de la Ley de
17 de julio de 1953, a título uni-
versitario o de enseñanza técnica

superior, ni por tal ha de tenerse
a los efectos de la regla primera
del número 2.° de la disposición
transitoria 2.a del texto articulado
de la Ley de Funcionarios Civiles
de la Administración Pública, de
7 de febrero de 1964, para la inte-
gración de funcionarios en el nue-
vo Cuerpo Técnico de la Adminis-
tración Civil, según resolvió la
sentencia de 3 de junio de 1966,
coincidente, como en ella se con-
signa, con el criterio de las dic-
tadas a n t e r i o r m e n t e por este
T r i b u n a l en 26 de septiembre
de 1960, y 29 de abril y 6 de ju-
lio de 1964, por lo que, mantenien-
do idéntica doctrina, procede des-
estimar el r e c u r s o promovido
basado en la circunstancia men-
cionada.

Considerando que subsidiaria-
mente se suplica la nulidad de
pleno derecho de la regla primera
del apéndice 2.° de la disposición
transitoria 2.a del Decreto 315/
1964, así como del D e c r e t o
1880/1964, en cuanto se refieren
a la Escala de que los recurerntes
proceden, por contradecir la Ley
de Bases y se anule la Orden de
la Presidencia del Gobierno de
22 de febrero de 1966, en cuanto
aplicó a los recurrentes dichos
preceptos, excluyéndolos del Cuer-
po General Técnico, petición que
tampoco puede ser acogida por-
que tampoco la posesión de un
título universitario, en el caso de
que tuviera tal carácter el de los
recurrentes, es suficiente para que
fuesen integrados en el Cuerpo
Técnico de la Administración, y
un título no es exigido para for-
mar parte del Cuerpo de que se
procede, ya que lo establecido en
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la mencionada Ley es que sólo po-
drán integrarse en el Cuerpo Téc-
nico de la Administración Civil
los funcionarios que perteneciendo
a Escalas o Cuerpos Técnico Ad-
ministrativos, para cuyo ingreso
se exija título universitario o de
enseñanza técnica superior, están
en posesión de alguno de dichos
títulos, y en consecuencia de lo
expuesto, no puede declararse la
nulidad de pleno derecho que se
pretende de los Decretos 315 y
1850/1964, y se anule la Orden de
la Presidencia del Gobierno de
22 de febrero de 1966, que declaró
firmes las relaciones de funciona-
rios integrados en los Cuerpos Ge-
nerales de la Administración Ci-
vil, en cuanto a la no inclusión de
los recurrentes, ya que no existe
fundamento legal para hacer ta-
les declaraciones, dado que los
Decretos de referencia no contra-
dicen la Ley de Bases, ni la articu-
lada de funcionarios, según la cual
sólo podrán integrarse en el Cuer-
po Técnico de la Administración

'Civil, los funcionarios de las Esca-
las o Cuerpos Técnicos Adminis-
trativos en que se exigiera para
formar parte de ellos un título
universitario o de enseñanza su-
perior, lo que motiva la imposibi-
lidad de acoger las peticiones de
referencia, criterio también man-
tenido en la sentencia antes citada
de 3 de junio de 1966.

Considerando que para el caso
de que no se estimasen las peti-
ciones anteriormente examinadas,
en el suplico de la demanda que
se enjuicia se solicita se declare
y reconozcan que la Escala de que
los recurrentes procedían era de
naturaleza técnica, y no mixta,

según la Ley de Bases y Decreto
315/1964, y, en consecuencia, se
declare nulo de pleno derecho o
anule el Decreto 1880/1964, en
cuanto declaró su naturaleza mix-
ta, y se anule la Orden de la Pre-
sidencia del Gobierno de 22 de fe-
brero de 1966, que como conse-
cuencia de ello denegó a los recu-
rrentes la integración en el Cuerpo
General Técnico, petición que debe
examinarse y decidirse teniendo
en cuenta que la Ley de Funcio-
narios Civiles del Estado de 20 de
julio de 1963, que estableció las
bases de la reorganización de la
Administración del Estado en ma-
teria de personal, al señalar en su
exposición de motivos los princi-
pios que inspiran la nueva Ley,
en su número 2, consagra defini-
tivamente la unificación de los
Cuerpos Generales de la Adminis-
tración del Estado, hoy fracciona-
dos por su dependencia de los
distintos Departamentos ministe-
riales, lo que supondrá una mayor
actividad, sencillez y eficacia en
la selección y actuación de los
funcionarios pertenecientes a los
mismos, y agrega que, por otra
parte, el deseo de mejorar la cali-
dad de la función pública en todos
los niveles, aconseja la creación de
un Cuerpo Administrativo, que li-
berará al Cuerpo Técnico de las
funciones ejecutivas y secundarias
que hoy desempeñan, y desenvol-
viendo tal criterio en su base III,
Cuerpos, señala que los generales
de la Administración del Estado,
de acuerdo con tal titulación que
se exige para el ingreso en los
m i s m o s , serán los siguientes:
1) técnico; 2) administrativo; 3)
auxiliar, y 4) subalterno, dispo-
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niendo la disposición final prime-
ra que se publicaría un texto
articulado, que fue publicado por
Decreto de 7 de febrero de 1964,
y que determina, en su artículo 23,
que los Cuerpos Generales de la
Administración son los m i s m o s
antes citados, y que los funciona-
rios técnicos realizarán las fun-
ciones de gestión, estudio y pro-
puesta de carácter administrativo
de nivel superior, debiendo poseer
título de enseñanza superior uni-
versitaria o técnica, o sea que las
disposiciones que sirven de funda-
mento en el momento presente
para discriminar el contenido y
funciones de los Cuerpos Técnicos
y Administrativos, son el título

que se exige para desempeñarlos
y la misión que realizan, sin que
pueda estimarse que la Escala
Técnica del Cuerpo Administrati-
vo del Ministerio de Hacienda
haya tenido, con carácter de ex-
clusividad, ni la exigencia de títu-
lo ni la realización de funciones
de la naturaleza indicada, sin que
las consideraciones que se han
hecho ante la Administración
a que se ha hecho referencia en
las disposiciones impugnadas, que
procede, por tanto, sean confir-
madas, desestimando el recurso
interpuesto en cuanto a este ex-
tremo.

ANTONIO DE JUAN ABAD
LUIS ENBIQUE DE LA VILLA
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